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Proemio y autoridad responsable 

 En la ciudad de Xalapa-Enríquez, Veracruz, a 22 de abril del 2019, una vez concluida la 

investigación de los hechos que motivaron el expediente citado al rubro, la Tercera 

Visitaduría General de esta Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz (en 

adelante la Comisión o CEDHV), formuló el proyecto que, aprobado por la suscrita1 

constituye la RECOMENDACIÓN 24/2019, que se dirige a la siguiente autoridad, en 

carácter de responsable:- 

 SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE VERACRUZ (SSP). 

Con fundamento en lo que establecen los artículos 1º párrafos primero, segundo y tercero, 

113, y demás conducentes de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(CPEUM); 4 párrafo octavo, 67 fracción II, 76, 80 de la Constitución de Veracruz; 18 BIS, 

18 TER fracciones XVI ter y XVI quarter de  la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1 fracciones II y III, 2 fracciones I, II, III, IV, X, 

XXVIII, 3 fracción I, 5 fracciones I y VIII, 6 fracción II, 40 y 41 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y 

demás aplicables de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y; los aplicables 

de la Ley Estatal de Víctimas. 

CONFIDENCIALIDAD DE DATOS PERSONALES DE LA PARTE AGRAVIADA 

 RESGUARDO DE INFORMACIÓN: Con fundamento en los artículos 3, fracción 

XXXIII, 9, fracción VII, 11, fracción VII, y 56, fracción III, y 71 de la Ley 875 de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, la información 

que integra el presente expediente es de carácter confidencial, no obstante, debido a que la 

información contenida en el mismo actualiza el supuesto de prevalencia del interés público sobre la 

reserva de información, y toda vez que no existió oposición de la parte quejosa, de conformidad con 

el artículo 19 fracción II, inciso A, de la ley en comento, se procede a la difusión de la versión 

pública de la Recomendación 24/2019. 

                                                             
1 En términos de lo establecido en los artículos 1 y 102, apartado B), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 4 párrafo octavo y 67 fracción II, inciso b) de la Constitución Política para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave; 1, 2, 3, 4 fracción III y 25 de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos; 1, 5, 16, 17 y 168 de su Reglamento Interno. 
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 En cumplimiento con lo establecido en el artículo 176 del Reglamento Interno de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, se procede al desarrollo de los rubros que a 

continuación se detallan:  

I. Relatoría de hechos 

 V1 es una persona privada de la libertad (PPL) dentro del Centro de Reinserción Social 

Zona 1, ubicado en la localidad Pacho Viejo del municipio de Coatepec, Veracruz (CE.RE.SO. 

Zona 1). 

 El día 02 de enero del año 2019 a las 20:00 horas aproximadamente, el Subdirector de 

Seguridad y Custodia del CE.RE.SO. Zona 1, en compañía de 8 custodios más, agredieron 

físicamente a V1. El peticionario refiere que la agresión física derivó de que el personal de 

Seguridad y Custodia había localizado un envoltorio con marihuana en el interior del CE.RE.SO. y 

pretendían que él asumiera la responsabilidad del ilícito. 

 En fecha 07  de enero del año 2019 una persona del sexo femenino, quien no quiso 

proporcionar sus generales, contactó vía telefónica a este Organismo Autónomo para hacer de 

nuestro conocimiento los actos cometidos en contra de V1. 

 En la misma fecha, personal actuante de la Dirección de Asuntos Penitenciarios se trasladó 

al CE.RE.SO. Zona 1 con la finalidad de entrevistarse con V1. Éste solicitó la intervención de esta 

Comisión Estatal en los actos de los que fue víctima. 

II. Competencia de la CEDHV: 

 El procedimiento de queja ante las instituciones públicas de derechos humanos es un 

mecanismo cuasi jurisdiccional diseñado para la tutela de estos derechos. Su competencia tiene 

fundamento en el artículo 102, apartado B de la CPEUM, de modo que este Organismo forma parte 

del conjunto institucional del Estado mexicano de salvaguarda a los derechos humanos de las 

personas que habitan y transitan en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.  

 En este sentido, toda vez que no se actualiza ningún supuesto del artículo 5 de la Ley de 

esta CEDHV, se declara la competencia de este Organismo Autónomo para pronunciarse respecto 

de la presente investigación, en los siguientes términos: 
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 En razón de la materia –ratione materiae–, toda vez que se trata de una violación al 

derecho a la integridad personal en la modalidad de tortura. 

 En razón de la persona –ratione personae–, porque las violaciones a derechos 

humanos se atribuyen a servidores públicos adscritos a la Dirección General de Prevención y 

Reinserción Social de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Veracruz. 

 En razón del lugar –ratione loci–, ya que los hechos ocurrieron dentro de la 

jurisdicción territorial del Estado de Veracruz. 

 En razón del tiempo –ratione temporis–, en virtud de que los hechos de los que se 

duele el peticionario ocurrieron en fecha 02 de enero del año 2019 y la solicitud de 

intervención fue presentada cinco días después..  

III. Planteamiento del problema 

 Una vez analizados los hechos que son materia de este expediente y establecida la 

competencia de esta CEDHV para conocer de ellos, se inició el procedimiento de investigación con 

el objetivo de recabar pruebas suficientes y poder determinar si los hechos investigados constituyen 

o no, violaciones a derechos humanos. Con base en lo anterior, lo puntos a dilucidar son:  

 Determinar si el C. V1 fue víctima de actos constitutivos de tortura. 

IV. Procedimiento de investigación 

 A efecto de documentar los planteamientos realizados por este Organismo Autónomo, se 

llevaron a cabo las siguientes acciones: 

 Se solicitaron diversos informes a SSP en su calidad de autoridad señalada como 

responsable. 

 Se sostuvieron diversas entrevistas personales con el peticionario. 

 Se procedió al análisis de todos y cada uno de los elementos de convicción que constan en 

actuaciones. 
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V. Hechos probados 

 Del acervo probatorio que consta en el expediente que se resuelve, se demostró lo siguiente:  

 V1 fue víctima de actos de tortura ejecutados por servidores públicos del 

CE.RE.SO. Zona 1, adscritos a la Dirección General de Prevención y Reinserción 

Social de la Secretaría de Seguridad Pública. 

VI. Derechos violados 

 El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) reconoce que las normas de 

derechos humanos contenidas en tratados internacionales y en la Constitución no se relacionan entre 

sí en términos de jerarquía. Una vez que un tratado con disposiciones de derechos humanos es 

incorporado al orden jurídico mexicano, las obligaciones que éstos contengan se integran al 

parámetro de regularidad constitucional, de modo tal, que forman parte del conjunto normativo de 

supremacía constitucional.2 

 Asimismo, la SCJN sostiene que la fuerza vinculante de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos se extiende a las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(Corte IDH), toda vez que la jurisprudencia interamericana desarrolla el significado de cada uno de 

los derechos contenidos en la Convención. 

 Bajo esta lógica, se verificará si las acciones imputadas a las autoridades señaladas como 

responsables comprometen la responsabilidad institucional del Estado,3 a la luz de los estándares 

interamericanos y constitucionales en la materia. 

 Es preciso destacar que los procedimientos no jurisdiccionales de defensa de derechos 

humanos no tienen como objetivo acreditar la responsabilidad individual –ni penal, ni 

administrativa– de los servidores públicos, como sucede en un proceso jurisdiccional, toda vez que 

la determinación de las responsabilidades individuales en materia penal corresponde al Poder 

                                                             
2 Pleno de la SCJN. Tesis jurisprudencial 20/2014 (10a.), Publicada el 25 de abril de 2014 en el Semanario 
Judicial de la Federación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

3 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209, párr. 78. 



 

 

 

Expediente: CEDH-3VG-DAP-0001-2019 

Recomendación 24/2019 

 

 

Judicial;4 mientras que en materia administrativa corresponde al superior jerárquico del servidor 

público responsable5. 

 En tal virtud, el estándar probatorio que rige al procedimiento de queja, es distinto al que 

opera en los procesos material y formalmente jurisdiccionales. Por ello, no es necesario que se 

pruebe la responsabilidad del Estado más allá de toda duda razonable, ni que se identifique 

individualmente a los agentes a quienes se atribuyen los hechos violatorios, sino que es suficiente 

demostrar que se han verificado acciones u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas 

violaciones o que exista una obligación del Estado que haya sido incumplida6. 

 Con base en lo antes expuesto, se procede a desarrollar los derechos humanos que se 

consideran vulnerados, así como el contexto en el que se desenvolvieron tales violaciones y las 

obligaciones concretas para reparar el daño.  

Derecho a la integridad personal 

 El derecho a la integridad personal implica la preservación, sin detrimento alguno, de la 

integridad del cuerpo y de la mente del individuo.  

 Al respecto, el artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) 

dispone que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral, y 

prohíbe las torturas y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

 En esta lógica, la integridad personal constituye el bien jurídico tutelado por las normas que 

prohíben atentar contra los atributos físicos, mentales y psicológicos de las personas. Esto incluye la 

tortura y otros tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes. 

 Al respecto, la Corte IDH reconoce que existe un régimen jurídico internacional de 

prohibición absoluta de todas las formas de tortura. Este régimen pertenece al dominio del jus 

cogens. Por tanto, la prohibición de la tortura es completa e inderogable, aun en circunstancias de 

guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado de sitio o 

                                                             
4 Cfr. SCJN. Acción de Inconstitucionalidad 155/2007, Sentencia del Pleno de 7 de febrero de 2012, p. 28. 

5 V. SCJN. Amparo en Revisión 54/2016, Sentencia de la Primera Sala de 10 de agosto de 2016. 

6 Cfr. Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la 
CrIDH, 20 de marzo de 2013., párr. 90; SCJN. Incidente de inejecución 493/2001, sentencia del Pleno de 28 
de febrero de 2002. 
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de emergencia, conmoción o conflicto interno, suspensión de garantías constitucionales, 

inestabilidad política interna u otras emergencias o calamidades públicas7. 

 Este régimen de prohibición absoluta de la tortura se encuentra contemplado en la CPEUM. 

En efecto, el artículo 29 ese dispositivo, que regula la suspensión de derechos y garantías ante 

situaciones de grave peligro o invasión, establece que bajo ninguna circunstancia podrá restringirse 

ni suspenderse el ejercicio del derecho a la integridad personal.- 

 En concordancia con lo anterior, la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Ley General) reconoce que la 

práctica de éstos se encuentra prohibida de manera estricta, completa, incondicional e imperativa8. 

 Numerosos instrumentos internacionales consagran el derecho inderogable a no ser 

torturado9. Al hacer un análisis sistemático de las diversas definiciones de “tortura” contenidas en 

dichos instrumentos, la Corte IDH estableció que los elementos constitutivos de la tortura son: a) 

que sea un acto intencional; b) que se cometa con determinado fin o propósito; y, c) que cause 

severos sufrimientos físicos o mentales10. 

 Estos elementos han sido retomados por la SCJN11 y coinciden con la definición de tortura 

consagrada en la Ley General, que establece: 

Artículo 24.- Comete el delito de tortura el Servidor Público que, con el fin de obtener información 

o una confesión, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 

personal, como medio de coacción, como medida preventiva, o por razones basadas en 

discriminación, o con cualquier otro fin: I. Cause dolor o sufrimiento físico o psíquico a una 

persona; II. Cometa una conducta que sea tendente o capaz de disminuir o anular la personalidad 

de la Víctima o su capacidad física o psicológica, aunque no le cause dolor o sufrimiento, o III. 

                                                             
7Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 
de septiembre de 2004, párr. 143.  
8 Artículo 6, fracción VII. Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes 
9 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Art. 7; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 

Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, Art. 2; Convención sobre los Derechos del Niño, Ar t. 37; 
Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares, Art. 10; Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, art. 2; Carta Africana de 
los Derechos del Hombre y de los Pueblos, Art. 5; Carta Africana de los Derechos y Bienestar del Niño, Art. 
16; Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la Mujer (Convención 
de Belém do Pará), Art. 4; y, Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, Art. 3. 
10 Corte IDH. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 

2007, párr. 79 
11 SCJN. Primera Sala. Amparo directo en revisión 90/2014 
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Realice procedimientos médicos o científicos en una persona sin su consentimiento o sin el 

consentimiento de quien legalmente pudiera otorgarlo.--- 

 

 En esta lógica, en los siguientes apartados esta Comisión acreditará cada uno de los 

elementos constitutivos de tortura en el caso concreto. 

1.1 Que sea un acto intencional 
 

 La Corte IDH establece que, para acreditar este elemento, debe demostrarse que los actos 

cometidos fueron deliberadamente infligidos y no producto de una conducta imprudente, accidente 

o caso fortuito12. 

 Los hematomas y fracturas certificadas por el personal actuante de este Organismo 

Autónomo13, de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Veracruz14 y del Hospital 

Regional de Xalapa “Dr. Luis F. Nachón”15, dan cuenta que el C. V1 presentaba lesiones 

provocadas de manera intencional 

 Adicionalmente, la SSP reconoció espontáneamente que el Encargado de Seguridad y 

Custodia del CERESO Zona 1 golpeó al C. V116. 

 Al respecto, las personas privadas de su libertad están de hecho y de derecho en una 

posición de subordinación frente al Estado, del que dependen para la satisfacer todas sus 

necesidades. Por eso, al privar de la libertad a una persona, el Estado adquiere un nivel especial de 

responsabilidad y se constituye en garante de sus derechos humanos, en particular de sus 

derechos a la vida y a la integridad personal17. 

 Esto implica el deber del Estado de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, 

abstenerse de atentar contra éstos  y de garantizar que la manera y el método de privación de 

libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la detención18. El 

                                                             
12 Corte IDH. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007, párr. 81 
13 Actuación que corre agregada a foja 5 del expediente.  
14 Actuación que corre agregada a foja 51 del expediente.  
15 Actuación que corre agregada a foja 66 del expediente.  
16 Actuación que corre agregada a foja 36 del expediente. 
17 Corte I.D.H., Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C. No. 218, párr. 198 
18 Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, 



 

 

 

Expediente: CEDH-3VG-DAP-0001-2019 

Recomendación 24/2019 

 

 

incumplimiento de lo anterior, tal como ocurrió en el caso que nos ocupa, resulta en una violación 

de la prohibición absoluta de aplicar tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes19. 

1.2 Que cause severos sufrimientos físicos o mentales  
 

 La Corte IDH reconoce que la violación del derecho a la integridad física y psíquica de las 

personas tiene diversas connotaciones de grado y abarca desde la tortura hasta otro tipo de 

vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Sus secuelas físicas y psíquicas varían de 

intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación 

concreta. 

 Un acto de tortura puede ser perpetrado mediante actos de violencia física, o actos que 

produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o moral agudo20. Para determinar dicho 

sufrimiento se deben considerar las características del acto, tales como la duración, el método 

utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, los efectos físicos y mentales que 

éstos pueden causar; y las condiciones de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos, la 

edad, el sexo y el estado de salud, entre otras circunstancias personales21. 

 De acuerdo con el informe rendido por la Secretaría de Seguridad Pública, del 08 de enero22 

al 21 de febrero del año en curso23 (51 días), el C. V1 manifestó al servicio médico del CERESO 

Zona 1 tener dolor en la región costal izquierda, derivado de la fractura que le fue ocasionada por 

los golpes. 

 Asimismo, de la documentación remitida por la SSP se desprende que, hasta el día 07 de 

marzo del presente año24 (65 días después de la agresión) el personal del servicio médico del 

CERESO Zona 1 certificó que la víctima seguía en proceso de recuperación de la fractura 

provocada y continuaba bajo tratamiento médico. 

                                                                                                                                                                                          
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004, párr. 159; Corte IDH. Caso Boyce y otros Vs. 
Barbados. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2007, 
párr. 88. 
19 Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000, párr. 95 
20 Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 114  
21 Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 
19 de noviembre de 1999, párr. 74  
22 Actuación que corre agregada a foja 51 del expediente  
23 Actuación que corre agregada a foja 115 del expediente  
24 Actuación que corre agregada a foja 154 del expediente 
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 En esta lógica, tomando en consideración el tiempo de recuperación y los efectos físicos 

certificados, la agresión perpetrada en contra del C. V1 generó severos sufrimientos. 

1.2 Que se comenta con determinado fin o propósito   
 

 La Primera Sala de la SCJN reconoce que el fin o propósito de infligir un severo daño físico 

y psicológico puede ser el de obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para 

cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental 

de la persona25. 

 En los hechos que se analizan, el peticionario afirma que la agresión perpetrada en su contra 

tenía como finalidad que éste asumiera la responsabilidad y posesión de marihuana localizada en el 

interior del CE.RE.SO. Zona 1. 

 En esta lógica, no corresponde a la víctima ni a esta Comisión Estatal demostrar el fin o 

propósito de la agresión perpetrada en contra de V1. La carga de la prueba recae en la autoridad 

señalada como responsable26. Al respecto, ésta no pudo desvirtuar el dicho de la víctima y 

únicamente informó que no existía fundamento legal para la agresión cometida en contra de V127. 

 Así, las agresiones perpetradas en contra de la víctima fueron realizadas de manera 

intencional, le ocasionaron graves secuelas físicas y tenían el propósito de que V1 asumiera su 

responsabilidad por la comisión de hechos ilícitos, específicamente, posesión de marihuana. 

 Lo anterior, constituye una trasgresión al derecho a la integridad física y a la prohibición 

absoluta de la práctica de la tortura.  

VII. Reparación integral del daño 

 En un Estado constitucional de derecho, toda persona debe tener la seguridad de que, en 

caso de sufrir una violación a sus derechos humanos, gozará de la posibilidad de reclamar la 

reparación de los daños sufridos a consecuencia del hecho victimizante. 

 En ese sentido, los artículos 24 y 26 de la Ley No. 259 de Víctimas para el Estado de 

Veracruz establecen el derecho general de las personas a la reparación oportuna, plena, 

                                                             
25 Amparo directo en revisión 90/2014. Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación en  
Febrero 2015, pág. 1425.  
26 Corte IDH. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995, párr. 65.  
27 Actuación que corre agregada a la foja 35 del expediente. 
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diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han resentido como consecuencia 

de las violaciones a derechos humanos sufridas. 

 Teniendo en cuenta lo anterior, y con base en el artículo 126 fracción VIII de la Ley en cita, 

este Organismo considera procedente la reparación de los daños ocasionados a V1, en los siguientes 

términos: 

Medidas de rehabilitación 

 

 Éstas medidas consisten en otorgar atención médica, psicológica y servicios sociales en 

beneficio de las víctimas con la intención de reparar lo que concierne a las afectaciones físicas y 

psíquicas sufridas con motivo de las violaciones a sus derechos humanos.  

 De acuerdo con el artículo 61 de la Ley número 259 de Víctimas para el Estado de 

Veracruz, la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Veracruz deberá apoyar y realizar 

gestiones en beneficio de la víctima para que reciba atención médica y psicológica, así como el 

suministro de medicamentos que requieran, con motivo de los daños acreditados en su integridad 

personal. 

Medidas de satisfacción 

 

 Las medidas de satisfacción hacen parte de las dimensiones individual y colectiva de  las 

reparaciones y buscan resarcir el dolor a través de la reconstrucción de la verdad, la difusión de la 

memoria histórica y la dignificación de las víctimas. 

 Por tanto, es necesario obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de 

los hechos violatorios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 

juzgamiento. En esta lógica, de conformidad con el artículo 72 de la Ley Estatal de Víctimas: 

a. La SSP deberá iniciar procedimientos internos de investigación para determinar las 

responsabilidades individuales de los servidores públicos involucrados. Esto, les 

permite tomar conciencia del alcance de sus actos, impacta en el ejercicio de sus 

funciones y les permite desarrollarlas con perspectiva de derechos humanos así como 

concientizar a la totalidad de los servidores públicos a través del conocimiento que los 

actos violatorios de derechos humanos no gozan de impunidad, lo que genera un efecto 

disuasorio de estas conductas. 
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b. Adicionalmente, con fundamento en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley Número 546 

Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y los 

artículos 7, 8, 13, 20, 22 y 30 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar 

la Tortura y otros tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, se deberá remitir 

copia de la presente recomendación a la FGE a fin de que investigue efectivamente los 

actos de tortura cometidos en contra de V1, garantice que se siga un proceso contra los 

presuntos responsables de estos ilícitos y, en su caso, que se les impongan las 

sanciones pertinentes y se reparen los daños y perjuicios sufridos.- 

Garantías de no repetición 

 

 Las garantías de no repetición, son consideradas tanto una de las formas de reparación a las 

víctimas como uno de los principios generales de responsabilidad internacional de los Estados. 

Dichas garantías, a diferencia de las demás medidas que comprende una reparación, se encuentran 

dirigidas a la sociedad con el propósito de que no se repita la vulneración de los derechos de las 

víctimas, así como eliminar y superar las causas estructurales de la violación masiva a los derechos 

humanos, las cuales comprenden dos dimensiones: una preventiva y otra reparadora. 

 La dimensión preventiva surge de la obligación internacional que tienen los Estados de 

prevenir las violaciones a los derechos humanos y la dimensión reparadora se refiere a acciones que 

correspondan a mitigar los daños infringidos a las víctimas por la violación a sus derechos 

humanos, generando un impacto en acciones de carácter institucional, político, económico y social 

que beneficien a la sociedad en general. 

 Bajo esta tesitura la capacitación de los servidores públicos responsables constituye una 

medida que permite promover la cultura de los derechos humanos, así como la prevención de actos 

que puedan lesionarlos. Por tanto, la SSP deberá capacitar eficientemente a los servidores públicos 

involucrados en los hechos analizados en materia de respeto, defensa y garantía de los derechos 

humanos. 

 Por último, es importante resaltar que la presente Recomendación constituye por sí misma 

una forma de reparación 

Recomendaciones específicas 

 Por lo antes expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 4 párrafo octavo 

y 67 fracción II, incisos b) y c) de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
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Llave; 1, 2, 3, 4 fracciones I, III, y IV, 7 fracciones II, III y IV, y 25 de la Ley Número 483 de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz; 5, 15, 16, 106, 152 y 177 de su Reglamento 

Interno, se estima procedente emitir la siguiente: 

VIII. RECOMENDACIÓN  Nº 24/2019 

AL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE VERACRUZ 

PRESENTE 

PRIMERO. Conforme a lo dispuesto en los artículos 1 fracciones II y III, 2 fracciones I, II, IV, X, 

XXVIII, 3 fracción I, 5 fracciones I y VIII, 6 fracción II, 40 y 41 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 126 fracción VII de la Ley 

Número 259 de Víctimas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; deberá INVESTIGAR 

a los servidores públicos involucrados, y a quienes hayan participado -por acción u omisión- en la 

violación a derechos humanos aquí acreditada para determinar sus responsabilidades, su grado de 

participación y las sanciones correspondientes. 

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 74 fracción IV de la Ley Número 259 de Víctimas 

para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, deberá CAPACITAR eficientemente a los 

servidores públicos involucrados, en materia de respeto, defensa y garantía de los derechos 

humanos. 

TERCERO. Con fundamento en el artículo 119 fracción VI de la Ley Número 259 de Víctimas 

para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, deberá EVITAR cualquier acción u omisión que 

implique victimización secundaria del C. V1. 

CUARTO. De conformidad con los artículos 4, fracción III de la Ley de la Comisión Estatal de 

Derechos Humanos del Estado de Veracruz y 181 de su Reglamento Interno, se le hace saber que 

dispone de un plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES, contados a partir del día siguiente en que ésta 

se le notifique, para que manifieste si la aceptan o no. 

a)   En caso de aceptarla, dispone de QUINCE DÍAS HÁBILES ADICIONALES 

para hacer llegar a este Organismo las pruebas que corroboren su cumplimiento. 

b) En caso de que no se reciba respuesta o no sea debidamente cumplida esta 

Recomendación en los términos planteados y dentro del plazo legalmente señalado, de 
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conformidad con lo que dispone el artículo 102 apartado B) de la CPEUM, deberá fundar, 

motivar y hacer pública tal negativa. 

En este último supuesto, de conformidad con el artículo 181 de nuestro Reglamento Interior, esta 

Comisión Estatal estará en posibilidades de hacer del conocimiento de la opinión pública su 

negativa de cumplimiento. 

QUINTO. De conformidad con los artículos 5, 6 y 7 de la Ley Número 546 Orgánica de la Fiscalía 

General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y los artículos 7, 8, 13, 20, 22 y 30 de la 

Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes, REMÍTASE copia de la presente a la FISCALÍA GENERAL DEL 

ESTADO a fin de que se INVESTIGUEN, con la debida diligencia, los actos de tortura cometidos 

en contra de V1. 

SEXTO. Con base en lo que establece el artículo 180 del Reglamento Interno de esta Comisión 

Estatal, notifíquese a la víctima un extracto de la presente Recomendación. 

SÉPTIMO. Toda vez que la presente recomendación posee carácter de interés público, elabórese la 

versión pública de la misma, de conformidad con los artículos 3, fracción XXXIII y 56, fracción III 

de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

 

 

Dra. Namiko Matzumoto Benítez 

 

Presidenta 


